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Resumen 
En el ámbito colombiano muchas son las críticas que se le han hecho a la lucha antidrogas, 
en razón del enfoque de criminalización que se le ha dado, así como de los pasivos 
ambientales causados por la erradicación mediante aspersión aérea con herbicidas como el 
glifosato, sin tener en cuenta las posibles consecuencias en la salud que se derivan de este 
hecho. En esa medida, es importante revisar la experiencia internacional de Portugal, que 
ha optado por dar un giro a su política antidroga y darle un enfoque dirigido hacia la 
prevención del consumo y el tratamiento de las adicciones, para así identificar medidas 
relevantes que podrían ser aplicadas en el ordenamiento jurídico colombiano. 
 





In Colombia, there are many criticisms that have been made, due to the criminalization 
approach that has been given to the fight against drugs, and to the environmental liabilities 
caused by eradication by aerial spraying with herbicides such as glyphosate without taking 
into account possible health consequences arising from this fact. To that extent it is 
important to review the international experience of Portugal who has chosen to turn its drug 
policy and give it an approach directed towards the prevention of consumption and the 
treatment of addictions, in order to identify relevant measures that could be applied in the 
Colombian legal system. 
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En 1969, la OMS definió la droga como “toda sustancia que introducida a un organismo 
vivo pueda modificar una o varias de sus funciones” (Organización Mundial de la Salud, 
1969). Esta definición se mantuvo por varios años, hasta que en 1982 se incorpora el 
término de “droga de abuso”, utilizado para conceptuar y delimitar parámetros alrededor 
del término droga, y actualmente se definen las drogas como sustancias psicoactivas, lo que 
engloba distintos tipos de sustancias, como la cocaína o la heroína, entre otros, sin tener en 
cuenta su origen (Cortes & Parra, 2011). 
 
En Colombia, el porte y consumo de sustancias estupefacientes se penaliza a través de la 
expedición de la Ley 30 de 1986, que tiene un enfoque netamente de persecución y 
criminalización al consumidor, el cual es apoyado por las líneas jurisprudenciales y los 
enfoques legales. En ese sentido, desde esa época, se ha considerado que el consumidor es 
un delincuente, y no se ha dado un enfoque de salud pública y prevención a la 
problemática. 
 
Como señala Bedoya (2015), en el ordenamiento jurídico colombiano ha consagrado como 
un tipo penal la fabricación, el tráfico y el porte de estupefacientes, y se encuentra 
tipificado en el artículo 376 del Código Penal Colombiano. En ese sentido, las actividades, 




No obstante lo anterior, la realidad de los cultivos ilícitos en Colombia es preocupante, 
teniendo en cuenta que estos han ido en aumento en los últimos años, siendo hoy el país 
uno de los principales productores de drogas en el continente, y evidenciando así que la 
política antidrogas que se ha adoptado es ineficiente, ya que las políticas de lucha contra las 
drogas que ha impulsado el Gobierno colombiano ha tenido una serie de críticas por 
considerar que las acciones en materia de prevención y sanción no son las idóneas. Al 
respecto, Tirado, Vizcaíno & Pérez (2016) mencionan que el enfoque prevalentemente 
criminal que se le ha dado al tema de estupefacientes dificulta su prevención, por lo que es 
necesario que se orienten las políticas con un enfoque dirigido a la salud pública. 
 
En esa medida, y teniendo en cuenta el panorama actual de la problemática de drogas que 
atraviesa Colombia resulta pertinente hacer un análisis de la experiencia internacional de 
Portugal, que decidió dar un giro total a su política antidrogas y enfocar todos sus esfuerzos 
en la prevención de consumo y el tratamiento de la adicción. 
 
En razón de los argumentos esbozados anteriormente, se definió como pregunta de 
investigación la siguiente: ¿cuáles son las principales diferencias en la política antidrogas 
de Portugal y Colombia en materia carcelaria y de salud pública? Persiguiendo el objetivo 
principal de analizar los posibles cambios que pueden producirse en Colombia a partir de la 
experiencia de Portugal y su giro en la política antidrogas. 
 
El presente artículo de reflexión se aborda desde una línea documental de tipo doctrinal y 
jurisprudencial hermenéutico (Agudelo, 2018), que permite analizar de manera concreta 
cada elemento propuesto, los cuales permiten fijar la posición del autor y extraer las 
conclusiones sobre la pregunta formulada. 
 
 
1. La política antidrogas en el contexto del derecho internacional.  
 
El tráfico y consumo de drogas representa en la actualidad una problemática de seguridad y 
salud pública que se presenta en la mayoría de los estados. Por esta razón, las políticas para 
frenar el cultivo de sustancias ilícitas, sancionar su tráfico y comercialización y generar 
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planes de prevención para evitar su consumo ocupan uno de los espacios más relevantes en 
la agenda internacional. 
 
Sobre este aspecto, es importante señalar que la Organización de Naciones Unidas (en 
adelante ONU) fundamenta la formulación de la política antidrogas a nivel mundial en tres 
tratados internacionales que se han expedido sobre el tema. El primero de dichos tratados es 
la Convención sobre estupefacientes de 1961
2
, que posteriormente fue enmendada por el 
Protocolo de 1972. Este tratado habla concretamente de una serie de definiciones, señala 
los tipos de sustancias sujetas a fiscalización, ofrece una lista de estas y señala las 
obligaciones que adquieren los Estados parte de dicha convención en actividades como el 
cultivo de sustancias, la fabricación, la comercialización, el porte y consumo, entre otros 
(Bewley & Jelsma 2011). 
 
El segundo tratado sobre el cual se fundamenta la política internacional para atacar la 
problemática de las drogas ilícitas es el Convenio sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971, 
que, como lo indica González (2011), señala las restricciones a la importación y 
exportación de ciertas sustancias y atribuye una serie de funciones a la Comisión de 
Estupefacientes y Junta Internacional de Fiscalización de Estupefacientes, complementando 
lo dicho por la Convención sobre estupefacientes. Por último, la labor de la ONU en 
materia antidrogas se basa en lo dispuesto en la Convención de Naciones Unidas contra el 
tráfico ilícito de sustancias estupefacientes y sustancias psicotrópicas de 1988. 
 
Ahora bien, es importante señalar que, en materia de monitoreo de cultivos ilícitos y 
fabricación, comercialización y consumo de estupefacientes, la Oficina de las Naciones 
Unidas contra la Droga y el Delito (en adelante UNODC
3
) es la encargada de recopilar 
información y realiza informes estadísticos sobre el tema, de manera que se evidencia qué 
Estado avanza y cuál retrocede en la lucha antidrogas. 
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Para más información consultar: https://www.incb.org/documents/Narcotic-Drugs/1961-
Convention/convention_1961_es.pdf 
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Dicho lo anterior, es menester entrar a analizar las disposiciones que se contemplaron en la 
Declaración Política y Plan De Acción sobre cooperación internacional en favor de una 
estrategia integral y equilibrada para contrarrestar el problema mundial de las drogas, que 
fue adoptada en 2009 por la ONU.  
 
Esta declaración señala compromisos por parte de los Estados en materias como reducción 
de la demanda, reducción de oferta, fiscalización y penalización del tráfico de 
estupefacientes. Respecto de dicha política, existen diversos cuestionamientos sobre su 
efectividad. Por ejemplo, Bedoya (2016) señala lo siguiente al respecto: 
Las políticas desarrolladas han sido influenciadas por instituciones como la 
Organización de Naciones Unidas, la Organización de Estados Americanos y la 
Comunidad Andina de Naciones y, principalmente, por Estados Unidos. Por su parte, 
las relaciones internacionales colombianas han estado orientadas por la política y han 
sido permeadas por el discurso prohibicionista promovido en el ámbito mundial y 
dispuesto por conferencias, especialmente de las Naciones Unidas, en las cuales se 
buscaba, entre otros aspectos, controlar la producción, el mercadeo y consumo de 
dichas drogas. (p. 239) 
En este aspecto, es importante señalar que, si bien dentro de las políticas se han diseñado 
estrategias para el consumidor sobre atención medica de sus adicciones, las acciones 
realizadas se han enfocado en la erradicación de cultivos y la persecución de 
organizaciones criminales. Adicionalmente, dicha política no contempla la legalización de 
sustancias psicotrópicas de ninguna clase. 
 
Lo anterior se vio reflejado en 2016 cuando se reunió la Asamblea General de la ONU, que, 
en su resolución final, reafirma el enfoque prohibicionista de la política internacional en 
materia antidrogas, desatendiendo algunas recomendaciones acerca de la flexibilización y 
legalización de ciertas sustancias (Tirado, Vizcaíno & Pérez, 2016). 
 
Dicho lo anterior, es importante entrar a analizar la forma en que algunos Estados como 
Portugal han decidido dar un enfoque diferente a su política antidrogas, enfocando el 
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problema desde la perspectiva de la salud pública y la atención al consumidor y dejando de 
lado su persecución y criminalización. 
2. Política antidrogas de Portugal 
La política antidrogas en el Estado de Portugal reviste una serie de particularidades 
especiales.  En particular, desde hace algunos años, cambió drásticamente al abandonar la 
criminalización y persecución del consumidor y orienta su atención al control y la atención 
de este (Quintero & Posada, 2013), para disminuir así la adicción a las sustancias 
psicotrópicas. Dicho lo anterior, se entrará a analizar los aspectos que cambiaron en la 
formulación de esta política y su efecto en el consumo y fabricación de drogas. 
 
2.1 El paso de la criminalización a la prevención 
 
Para la década de 1970, Portugal se enfrentó a una seria crisis en materia de consumo de 
estupefacientes que comúnmente se cultivaban en el territorio nacional como la marihuana. 
Sin embargo, años más tarde, la heroína se abrió paso en Portugal y, para 1990, el Gobierno 
identificó que el consumo de drogas era un problema social y de salud pública que requería 
acciones inmediatas por parte de las entidades de Gobierno (Domosławski, 2012). 
 
Adicionalmente, la problemática siguió en crecimiento. Para la década de 1990, estudios 
del Observatorio Europeo de Drogas y Toxicomanías señalaban que un porcentaje 
considerable de los habitantes de Portugal habían consumido heroína y de estos una gran 
parte presentaba un consumo problemático de drogas, es decir, un uso prologando y 
excesivo de estas. De igual manera, era evidente en las calles y el espacio público que el 
consumo de estupefacientes iba en aumento, lo que generaba en la población la idea de una 
problemática social y de seguridad (Paladines, 2012). 
 
Como resulta evidente, la problemática en Portugal sobre consumos de drogas siguió en 
aumento, y a pesar de varias acciones que tomó el Estado, como lo era la creación de 
centros de atención y rehabilitación, dichas políticas no tuvieron el éxito esperado, razón 
por la cual se iniciaron una serie de debates y discusiones sobre cómo se debía abordar el 
8 
problema. Como indica Dias (2007), dentro de las conclusiones más destacadas de dichos 
debates, se decidió en 1998 nombrar a un comité que tendría diversos especialistas, como 
médicos, psicólogos, abogados, entre otros, quienes realizarían un análisis sobre el tema de 
las drogas en Portugal y formularían recomendaciones para implementar una estrategia 
nacional. 
 
Con esto se buscaba que el estudio realizado por el equipo interdisciplinario logrará abordar 
la problemática del consumo de drogas en Portugal desde diferentes perspectivas y 
proponer diversas líneas de intervención, desde cada uno de los enfoques profesionales. 
 
Concretamente, respecto de las recomendaciones emitidas por el Comité nombrado, se 
advierte lo siguiente: 
Los expertos que desarrollaron las reformas sobre drogas en Portugal sentían que 
tratar el consumo de estas sustancias a través del sistema penal impediría a los 
consumidores dependientes buscar voluntariamente ayuda. La criminalización volvía 
a muchas personas renuentes a buscar ayuda médica por temor el castigo o, como 
mínimo, para evitar tener antecedentes penales que tendrían un impacto negativo 
sobre su capacidad de conseguir empleo y participar en la sociedad. Basándose en 
estos principios, el Comité hizo de la descriminalización del consumo y posesión de 
drogas una de sus principales recomendaciones al gobierno. Con la 
descriminalización, el Estado mantendría la regla de la prohibición, pero retiraría las 
sanciones para el consumo de drogas del marco de la ley penal. (Domosławski, 2012, 
p. 26) 
Este estudio reveló las consecuencias de la criminalización y persecución de los 
consumidores. Evidenció que estas eran una de las principales causas por las cuales los 
consumidores no asistían a los centros de ayuda que se habían creado, ya que temían ser 
reseñados penalmente. En ese sentido, el estudio propone eliminar el tratamiento penal para 




En razón de lo anterior, con la expedición de la Ley 30 de 2000, el Estado de Portugal 
decidió despenalizar la posesión de estupefacientes. Esto quiere decir que el consumidor de 
estos ya no es detenido por portar determinada cantidad de droga que se considera para uso 
personal; contrario sensu, al hallársele estas en su poder se le remite a un “comité de 
disuasión”, donde será asistido por psicólogos, abogados y profesionales sociales (Martins, 
2011). 
 
Portugal decide, entonces, enfocar su política antidrogas de una manera distinta, que le 
permita al consumidor de estupefacientes acceder a asistencia clínica y psicológica desde 
las cuales tratar su adicción. 
 
2.2 El enfoque de salud pública en la política antidrogas de Portugal 
 
El cambio en la política antidrogas de Portugal es importante debido a que su enfoque 
prominente es la salud pública y la atención especializada de los consumidores de drogas, 
de manera que logren tratar su problema de adicción a través de los servicios ofrecidos en 
los comités de disuasión. 
 
López (2002) señala que, desde la expedición de la Ley 30 de 2000, en Portugal se dio un 
cambio estratégico en las acciones de lucha contra las drogas. En esa medida, la 
adquisición, la posesión y el consumo de drogas se despenalizó y, en su lugar, se crearon 
sanciones administrativas que se aplican de acuerdo con la evaluación de las Comisiones 
para la Disuasión de la Toxicomanía, que están integradas por un abogado y otros dos 
miembros que pueden ser médicos, trabajadores sociales, psicólogos, sociólogos, entre 
otros, que tienen experiencia en el manejo de adicciones y drogodependencia. 
 
Como es evidente, la política se apartó por completo de la represión y la prohibición. Abrió 
así paso a la atención profesional de las adicciones de los ciudadanos, al comprender que, 
más que un delito, el consumo de drogas tiene su origen en diferentes causas de tipo 
psicológico o social del individuo, por lo que es necesario que una serie de profesionales 
traten la situación. 
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Dicho lo anterior, es necesario resaltar que este enfoque, además de la atención al 
consumidor, ha logrado reducir en un alto porcentaje los casos de contagio de VIH por 
utilización de elementos como agujas, es importante teniendo en cuenta que el número de 
casos de contagio de VIH, para el año 2000, en Portugal, representaba otro de los 
problemas de salud pública más relevantes (Cunial, 2013). 
 
Analizado el tema de salud pública, es importante revisar los resultados de este cambio en 
la política antidrogas en Portugal, para evaluar qué tan efectiva ha sido la flexibilización 
frente al porte y consumo de sustancias psicotrópicas. 
 
 
2.3 Resultados de la política antidrogas de Portugal 
 
Analizado el marco de la política antidrogas del Estado portugués, resulta importante 
revisar si el enfoque de salud pública ha producido los resultados esperados y si puede 
representar una experiencia significativa para otros países que siguen centrando dicha 
política en la criminalización del consumidor y portador de sustancias psicoactivas. 
 
En primer lugar, es relevante señalar que Portugal es uno de los países de la Unión Europea 
que menor cantidad de muertes presenta por abuso o sobredosis de sustancias psicotrópicas, 
como se puede observar en la figura 1, que muestra un reporte para el año 2017 del número 
de muertes por país. 
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Figura 1. Número de muertes por abuso de drogas en la Unión Europea. Fuente: Statista (2017). 
Como se puede observar, Portugal es el país que menos presenta muertes por abuso de 
drogas en Europa, lo que quiere decir que la eliminación del tratamiento punitivo para el 
consumidor ha funcionado y que el enfoque de salud pública permite el control de la 
adicción y previene este tipo de muertes por sobredosis. 
 
Es claro que la decisión de descriminalizar las drogas tiene muchos detractores, ya que 
existen mitos alrededor de este tema como por ejemplo que el consumo va a aumentar, y 
que el tráfico de estas sustancias dejara de ser perseguido, no obstante, como lo advierte 
Muñoz (2019), el giro que da Portugal a su política pública en materia de consumo de 
drogas ilícitas, busca dejar de ver al consumidor como un traficante, por lo que fija una 
dosis mínima de cada sustancia ilícita, que puede portar un ciudadano, claramente esta 
posición favorece que el Estado pueda conocer al consumidor sin tener que criminalizarlo, 
y en esa medida pueda comenzar a tratarlo desde un enfoque de salud pública. 
 
Ahora bien, como lo indica De Rementería (2019), la tendencia marcada por Portugal 
frente a una nueva concepción para enfrentar el problema de las drogas tiene tanto adeptos 
como contradictores. No obstante, la reducción de muertes desde el año 2008 al 2012 
evidencia un efecto positivo innegable.  
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La figura 2, presenta las cifras de muertes por sobredosis en Portugal. 
 
Figura 2. Número de muertes por abuso de drogas en Portugal. Fuente: RT (2018). 
 
La figura 2 muestra un decrecimiento importante en las muertes por uso de drogas en 
Portugal en el periodo 2008 a 2011 (año en el cual alcanzó su cifra más baja). En el año 
2013, las cifras comienzan a aumentar y crecen para los años 2014 y 2015, situación que 
valdría la pena evaluar para encontrar las causas. Ahora bien, este no es el único ámbito que 
presenta una disminución importante. En la figura 3 se puede observar que los casos de 
contagio de VIH y sida han disminuido notoriamente. 
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Figura 3. Número de casos de contagio de VIH y sida asociados al consumo de drogas en Portugal. Fuente: 
RT (2018). 
 
Es importante resaltar que la política antidrogas del Estado portugués, enfocada en la 
atención del consumidor, ha arrojado importantes resultados en la reducción de la demanda 
de sustancias psicoactivas y, aún más importante, ha influido de manera positiva en la salud 
pública, ya que se han reducido notoriamente los contagios de VIH asociados al consumo 
de drogas. 
 
Ahora bien, respecto a las cifras sobre delitos por consumo o porte de estupefacientes en 
Portugal, es relevante anotar lo que ha expresado la organización Drug Policy Alliance 
(2015) frente a la disminución de individuos procesados en el sistema penal por delitos 
relacionados con drogas: 
El número de personas arrestadas y enviadas a tribunales criminales por delitos de 
drogas decayó por más de un 60 por ciento después de la descriminalización. El 
porcentaje de personas en el sistema carcelario por delitos de drogas también ha 
disminuido a casi la mitad, de 44% en 1999 a 24% en 2013. Además, la cantidad 
general de droga incautada por oficiales portugueses de drogas aumentó (p.2). 
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Lo anterior, es el resultado de la descriminalización del porte de estupefacientes, teniendo 
en cuenta que se fijó por parte del legislador unos límites en la cantidad de estupefacientes 
que puede portar un individuo, y si bien desde esta fecha no se considera el porte como un 
delito, si se considera una infracción administrativa. 
 
Ahora bien, como lo muestra a continuación la figura 4, dicha política que despenalizó el 
consumo de estupefacientes en Portugal, ha generado que este país se convierta en un lugar 
de destino del tráfico de sustancias como la cocaína, ya que si bien este país no se 
caracteriza por ser productor si se ha convertido en un lugar de destino para quienes 
trafican con estas sustancias desde América Latina.  
 
 
Figura 4. Corrientes de tráfico de estupefacientes. Fuente: UNODC (2017). 
Coincidencialmente, se observa que una de las rutas del tráfico de cocaína es de los países 
de América Latina hacia España y Portugal, países que tienen despenalizado el consumo y 
porte de sustancias estupefacientes (Tizoc, Et.al, 2017). Ahora bien, hechas las anteriores 
precisiones, es imprescindible mencionar que el tratamiento que Portugal ha dado al 
consumo de estupefacientes enfocado desde la salud pública, genera más gasto público e 
inversión social, para que dicha descriminalización no termine siendo nociva para la 
sociedad.  
 
3. La política antidrogas en Colombia 
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Como lo indica Bedoya (2015), Colombia ha creado una política antidrogas que persigue 
tanto al productor, distribuidor y comercializador como al consumidor. Incluso en el último 
año se fijó una serie de restricciones respecto del consumo de la dosis personal en espacios 
públicos que, pese a ser declarada inexequible por la Corte Constitucional en 2019
4
, ha sido 
replicada en el Congreso de la República. 
 
Ahora bien, es necesario advertir que las políticas antidrogas que ha contemplado el 
Gobierno colombiano han presentado un enfoque netamente represivo y centrado en la 
criminalización. Y si bien han señalado en algunas ocasiones criterios de salud pública, la 
realidad es que este enfoque no ha cobrado la importancia suficiente, para tratar las 
adicciones de los consumidores de sustancias psicoactivas. Dicho esto, es importante entrar 
a revisar la política denominada Ruta Futuro. 
 
3.1 Los ejes de la Ruta Futuro 
 
 El Gobierno del presidente Duque ya ha expedido y socializado su política antidrogas, a la 
que denomina Ruta Futuro. Dicha política se señala como un plan integral que le permitirá 
a Colombia enfrentar el problema de las drogas, que en la actualidad representa un 
problema mayor debido al crecimiento desmedido de cultivos ilícitos (Camelo & 
Mambuscay, 2019). 
 
Sobre esta política, el Ministerio de Justicia y del Derecho señala lo siguiente: 
La Política Integral para Enfrentar el Problema de las Drogas plantea estrategias 
efectivas que buscan reducir el consumo de drogas, la disponibilidad de drogas, con 
especial énfasis en cultivos ilícitos, desarticular organizaciones criminales, afectar las 
economías y rentas ilícitas, y crear condiciones para la transformación territorial y el 
tránsito a economías lícitas. El punto de partida de esta política corresponde a los 
siete principios bajo los cuales se desarrollan estrategias, planes y proyectos para 
enfrentar el problema de las drogas. Este fenómeno requiere de una aproximación 
integral, es decir, que necesita articular a los diferentes actores (públicos y privados) 
para responder a los desafíos presentados en cada una de las fases de dicho problema. 
                                                          
4
 Para más información, véase la sentencia C-253 de 2019. 
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Para lograr una coordinación efectiva, es necesario apoyarse en evidencia técnica y 
científica con el fin de fortalecer el diálogo y diseñar las mejores estrategias para 
atacar las causas y efectos negativos de las drogas. (Ministerio de Justicia y del 
Derecho, 2018, p. 5) 
 
Ahora bien, es importante acotar que esta política contempla varios ejes importantes que 
apuntan concretamente a la reducción de la oferta y la demanda, y la persecución de las 
economías criminales que se financian a partir del tráfico de estupefacientes. La figura 5 
que se muestra a continuación, señala concretamente los ejes en los cuales se basa la 
política antidroga del gobierno del presidente Iván Duque.  
 
 
Figura 5. Ejes Ruta Futuro. Fuente: Ministerio de Justicia (2018).  
 
Al respecto, es necesario señalar que esta política considera como uno de los pilares 
fundamentales la reducción del consumo, a través de programas de promoción y 
prevención, sin embargo, esto más allá de plantearlo dentro de la política, debe 
materializarle en programas de atención al consumidor para el tratamiento de la adicción, 
esto sin duda incluye dejar de ver al consumidor como un criminal y en ese sentido dejar de 
tratarlo como tal.  
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Frente al segundo, tercer y cuarto eje es notorio que estos están enfocados exclusivamente 
en la disminución de la demanda a través de la persecución de los actores criminales que se 
dedican al narcotráfico, y por último el quinto eje se enfoca en el desarrollo territorial que 
ataca de manera directa el crecimiento de cultivos ilícitos (Gómez & Macías, 2019). 
 
En ese sentido, es fundamental que el primer eje centre su atención en la reducción del 
consumo, a través de programas de atención a los consumidores, para tratar la adicción a 
las sustancias psicoactivas. No obstante, de manera contradictoria, ha fomentado la 
persecución de los consumidores, prohibiendo el porte y consumo de la dosis mínima en los 
espacios públicos y criminalizando así la situación, lo que no abre espacios para la 
verdadera atención integral del consumidor. 
 
Lo anterior, se puede evidenciar en las iniciativas que ha tenido el gobierno sobre la 
penalización de la dosis mínima a través de la expedición del Decreto 1844 de 2018, lo que 
notoriamente es un paso hacia la prohibición y criminalización y en efecto o responde a lo 
señalado en el eje de la ruta futuro sobre tratamiento integral y asistencia médica del 
consumo. 
 
4. Estadísticas en Colombia sobre consumo y delitos de drogas 
 
Es importante anotar, frente a las estadísticas de consumo que se presentan en Colombia es 
relevante advertir que el último estudio nacional de consumo realizado en Colombia es del 
año 2013, es decir a la fecha las cifras no están actualizadas y no existe a 2020 un estudio 
completo y certero sobre el aumento o disminución del consumo de drogas en los diferentes 
departamentos del país. 
 
Ahora bien, dicho estudio revela los siguientes datos, que señalan que el consumo en 
Colombia de estupefacientes, creció en un porcentaje considerable, tal como se observa en 
la figura 6 que se muestra a continuación.  
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Figura 6. Estadísticas sobre consumo de estupefacientes en Colombia. Fuente: Ministerio de Salud (2013). 
 
Lo anterior, permite evidenciar que el consumo de sustancias psicoactivas en Colombia ha 
aumentado significativamente, esto puede tener su causa en la variedad de drogas que hoy 
se ofrecen en el mercado, y los diversos lugares en los cuales se ofrecen. Por ello 
precisamente, es necesario que los estudios de consumo se hagan con mayor frecuencia, 
para evidenciar la realidad sobre el consumo en Colombia e identificar sus patrones. 
 
Como primer antecedente de la lucha antidrogas en Colombia, se debe mencionar la Ley 30 
de 1986, que define las drogas como aquellas sustancias que, una vez consumidas, pueden 
ocasionar modificación en las funciones fisiológicas del ser humano. De igual manera, y 
como evidencia del tratamiento punitivo en materia de política antidrogas, el Código Penal 
colombiano (artículo 376) tipifica las conductas de “introducir o sacar del país, transportar, 
llevar consigo, almacenar, conservar, elaborar, vender, ofrecer, adquirir, financiar o 
suministrar” cualquier sustancia estupefaciente. 
 
Ahora bien, es notorio que la criminalización de esta conducta ha provocado un gran 
aumento del número de personas privadas de la libertad condenadas por este tipo de delitos 
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(Scoppetta & Castaño, 2018). Respecto de las estadísticas sobre delitos de drogas, la figura 
7 logra evidenciar los casos presentados como noticia criminal. 
 
Figura 7. Noticias criminales. Fuente: Fiscalía General de la Nación (2019). 
 
Como se puede ver, el número de noticias criminales sobre los delitos de tráfico, 
fabricación o porte de estupefacientes es considerablemente alto, teniendo en cuenta que su 
rango de está entre los 6.000 a 10.000 casos. Ahora bien, visto esto, es importante analizar, 
el origen de estas noticias criminales. 
 
Al respecto, Lufkin (2018) señala que el tratamiento penitenciario exclusivo en materia de 
lucha contra el crimen ha demostrado ser ineficiente en el control de estos hechos. En esa 
medida, es importante dejar de lado el populismo punitivo y comenzar a impulsar una 
política pública en materia de drogas que atienda a la realidad y deje de lado los tabúes al 
respecto. 
 




Figura 8. Origen de las noticias criminales. Fuente: Fiscalía General de la Nación (2019). 
 
Como se puede observar, la mayoría de las noticias criminales en el caso de los delitos de 
tráfico, fabricación o porte de estupefacientes provienen de actos urgentes, que son 
concretamente inspecciones, entrevistas, interrogatorios, entre otros. 
 
Sin duda, el tráfico de estupefacientes ha evolucionado en los últimos años, diversificando 
su producto y el mercado en el cual lo comercializan. Precisamente por lo anterior, es 
indispensable que exista un enfoque de salud pública en la política antidrogas del Estado 
colombiano, que no se limite a atacar la oferta, sino que también contemple la reducción de 
la demanda como un factor esencial para atacar de frente las organizaciones criminales que 
se dedican al narcotráfico.  
 
5. Recomendaciones en política pública 
 
La política de Ruta Futuro se compone de varios pilares concretos, como la disminución del 
consumo de drogas, mediante prevención y atención, la desarticulación de las 
organizaciones criminales, la afectación de las economías y rentas del crimen organizado, 
entre otros. Sin embargo, es importante que los aspectos sobre atención integral al 
21 
consumidor se articulen con las propuestas estatales en dicha materia, ya que, si bien la 
política lo contempla, las acciones del Gobierno demuestran que se privilegia la 
criminalización y persecución del consumidor y no su atención integral, y es que como se 
mencionó en el desarrolló del articulo la penalización de la dosis mínima a través de un 
decreto, que no acoge los lineamientos que ya la Corte Constitucional ha desatado sobre el 
tema, genera sin duda incertidumbre frente al enfoque de salud pública, de igual manera 
buscar a toda costa que se prohíba el consumo en lugares públicos no es la solución más 
eficaz para terminar con el consumo de estas sustancias, porque no importa donde se 
consuma, lo que realmente debe interesarle al gobierno es tratar a ese consumidor para que 
deje de hacerlo, no solo en lugares públicos, sino a lo largo de su vida. 
 
De igual manera, es momento de repensar los tipos penales en materia de drogas ilícitas, ya 
que es poco efectivo imponer medida privativa de la libertad en centro de reclusión al 
consumidor o al pequeño cultivador que ha visto en esa actividad su único sustento, ya que 
actualmente el hacinamiento en los centros penitenciarios supera su capacidad, de otra 
parte,  las cárceles se convirtieron en centros de formación para el hampa por el rudo 
ambiente que se maneja en estos (Meijers et al., 2018; Jarret, 2018; Hogenboom, 2018; 




Con el presente artículo de investigación se busca identificar las diferencias que se hallaron 
en la comparación de políticas antidrogas de Portugal y Colombia, evidenciándose como la 
primera de ellas el enfoque de salud pública en la cual se centra Portugal y que está 
plenamente desarrollado a partir de la prevención y la atención clínica de las adicciones que 
permiten controlar las mismas; por otra parte, en Colombia si bien se ha planteado la 
prevención como un eje de la política, no han sido claros los lineamientos de atención a las 
adicciones, ni la forma en la cual se dará atención a los consumidores desde este enfoque. 
  
Una segunda diferencia, que se logra establecer con el análisis realizado concretamente es 
la criminalización de el porte de sustancias estupefacientes, ya que en Portugal las medidas 
que se toman frente a esta conducta responden a tramites netamente administrativos, 
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mientras que, en Colombia, la conducta de porte de estupefacientes se encuentra tipificada 
dentro de los tipos penales de la Ley 906 de 2004. 
 
Es claro entonces, que existen diferencias fundamentales entre las políticas públicas 
antidrogas de Portugal y Colombia, incluso desde su enfoque, y notoriamente las estrategias 
que se diseñan alrededor de dicho enfoque cambiaran de acuerdo al objetivo principal que 
se planteé la misma, en este aspecto, en Colombia si bien se contempla un enfoque 
preventivo y de salud pública, el mismo no es el enfoque principal de la misma, como si se 
ha contemplado en Portugal. 
 
En ese sentido, es preciso establecer que dentro que la Política Antidrogas en Colombia 
genera una serie de discusiones en la actualidad, teniendo en cuenta que la prevención se ha 
definido como un elemento principal de su política contra el tráfico de estupefacientes; así 
mismo, que la criminalización no ha dado resultados efectivos frente al control de la oferta 
y la demanda, debiéndose implementar herramientas que sean incluyentes, que traten al 
consumidor como un paciente y no perseguido como un delincuente, ya que este es el 
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